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El suscrito Magistrado Ponente de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Una secuencia de los hechos jurídicamente relevantes y de la actuación procesal que tiene incidencia en la decisión que adoptará el Tribunal, se puede sintetizar de la siguiente manera:

- La señora AYDEE LÓPEZ CARVAJAL fue aprehendida en vía pública de esta capital por la S.I. de Policía Blanca Nelly Mejía, al momento de llevar consigo sin permiso de autoridad competente la cantidad de cien (100) papeletas contentivas de una sustancia pulverulenta que al ser sometida al análisis químico preliminar indicó ser base de cocaína (basuco) y cuyo peso neto alcanzó los diecinueve (19) gramos.

- Al decir de la Fiscalía en su intervención en audiencia preliminar llevada a cabo ante el señor Juez Séptimo Penal Municipal en función de Control de Garantías, para obtener la legalización de la captura y formalizar la imputación, el cargo que procedía para quien en ese entonces ostentaba la condición de indiciada, era el simple porte de estupefacientes por inexistencia de prueba acerca de su intención expendedora. Esa imputación fue aceptada por la comprometida en presencia de su defensor. Hasta allí y por ese mero acto de autoincriminación, se hizo acreedora a una disminución de “hasta la mitad de la pena”.

- En forma adicional, la Fiscalía presentó ante la misma autoridad judicial una negociación preacordada con la contraparte, por medio de la cual no sólo se convenía la aplicación de la pena mínima y el reconocimiento del mayor descuento punitivo por el acogimiento a la terminación anticipada del proceso, sino que a su vez se estableció la concesión del subrogado de la ejecución condicional de la pena, lo que de entrada imponía la inmediata liberación de la imputada.

- En acatamiento de lo dispuesto por el artículo 293 del Código de Procedimiento Penal, se dispuso la remisión del asunto ante la señora Juez del conocimiento, quien profirió sentencia de condena y fijó como sanción la de treinta y dos (32) meses de prisión y multa equivalente a quinientos setenta y dos mil doscientos cincuenta ($572.250.oo) pesos. Concedió la suspensión condicional de la condena al estimar reunidos los requisitos del artículo 63 del Código Penal.

2.- El Debate

En forma oral dentro de la audiencia de lectura del fallo de primer grado, el señor Defensor Público se mostró inconforme con la decisión y la impugnó.

El motivo de su disenso lo ha hecho consistir en la necesidad de exonerar a su procurada del pago de la pena pecuniaria, es decir, que no se le haga efectivo su cobro habida consideración a la carencia de recursos económicos para cumplir con esa obligación a favor del Estado.

Principal sustento de su pretensión: 1. Que dentro del acuerdo quedó contemplada la pena mínima y la concesión del beneficio liberatorio, pero no la multa que finalmente se impuso, con lo cual, el Fiscal lo sorprendió, 2. Que la Defensoría del Pueblo sólo presta sus servicios a personas que no están en capacidad de costear un profesional del derecho y la señora LÓPEZ CARVAJAL es una de ellas, 3. Que ese preacuerdo obligaba a la Juez, 4. Que uno de los fines del preacuerdo es humanizar el proceso penal y 5. Que aquí el escarmiento fue mayor por un proceder indebido de la prensa que perjudicó a su representada.

Tanto el señor Fiscal como la representante del Ministerio Público, coincidieron en solicitar de este Tribunal la confirmación del fallo, con fundamento en que la pena de multa es pena principal que no podía omitirse en este caso aunque existiera un acuerdo entre las partes; además, existen mecanismos alternativos para su pago.

3.- La Decisión

Observa el Tribunal que en el presente asunto y gracias a una redacción impropia de las disposiciones que regulan la materia, se dio lugar a la concurrencia innecesaria de dos figuras procesales consagradas en el nuevo estatuto, una de ellas la denominada ACEPTACIÓN DE RESPONSABILIDAD o “alegato de culpabilidad” que tiene unos momentos procesales específicos para su aplicación con diversos efectos punitivos según su temprana o tardía aplicación; y otra, la negociación preacordada que se lleva ante el señor Juez del conocimiento en aquellos eventos que fáctica, probatoria o jurídicamente lo ameriten, motivo por el cual puede ser rechazada cuando no se respetan los supuestos de hecho, no hay fundamentos razonables para hacer la negociación, no existe evidencia y por lo mismo se pretende acusar fraudulentamente, o no se ha respetado la verdad material.

Primordial es recordar los fines de las negociaciones preacordadas que consagra el artículo 348 del nuevo estatuto, entre ellos, observar las pautas trazadas como política criminal, aprestigiar la administración de justicia y evitar su cuestionamiento; todo ello, previo el análisis por parte del Fiscal de la “debilidad de su caso”.

Para el asunto en estudio, si ya se tenía clara la existencia de una aprehensión en flagrancia debidamente legalizada por el Juez de Control de Garantías y si la indiciada estaba en posibilidad de aceptar su responsabilidad en los términos básicos en que se hizo la imputación, con un respaldo probatorio por demás contundente, la situación así planteada era ya suficiente para alcanzar el objetivo de condena con la inclusión del beneficio punitivo correspondiente. 

El marco de movilidad por parte del Fiscal en tales condiciones y con el poder requirente que constitucionalmente le asiste, se ve limitado a la posibilidad de indicar al Juez del conocimiento el monto de punibilidad que estima aplicable dentro del marco de la legalidad; igualmente, a sugerir, si lo considera procedente, la concesión del subrogado penal siempre bajo el entendido de ser ésta una decisión final del resorte exclusivo y excluyente del poder de jurisdicción que sólo al juez concierne. 

El Tribunal proferirá esta decisión de segunda instancia fundado sólo en la ACEPTACIÓN DE RESPONSABILIDAD libre y consciente por parte de la procesada LÓPEZ CARVAJAL, admisión de cargos que se convirtió en irretractable desde el mismo momento en que fue admitida por la Juez. En esos términos, es forzoso decir que el allanamiento pleno a los cargos formulados por la Fiscalía conlleva indefectiblemente la admisión de las consecuencias penales que la ley consagra para el delito, entre ellas obviamente la pena principal de MULTA que ha sido objeto de confrontación.

Recuérdese ante todo, que el establecimiento o no de una multa como consecuencia de un delito y su cuantía, hace parte del ejercicio de la potestad de configuración y de diseño de la política criminal que ostenta el Legislador.

No hay lugar por tanto a confundir esta situación imperiosa con aquellos otros eventos de discrecionalidad judicial como por ejemplo la imposición o no de una caución prendaria para garantizar el cumplimiento de una obligación procesal, en donde el Juez, advertido de la incapacidad económica del obligado, podría exonerarlo del pago de la caución.

Tampoco debe darse lugar a una confusión entre la IMPOSICIÓN y la EJECUCIÓN de la pena de multa, toda vez que la imposición está regida por parámetros estrictos de legalidad, excepción hecha del principio de oportunidad que no es nuestro caso; en tanto que la EJECUCIÓN es un efecto que puede darse o no darse y que admite regulación al tenor de las mismas disposiciones legales.

Es irrefutable que la Juez de primer grado estaba en el deber de imponer pena de multa por ser sanción principal no sujeta a su discrecionalidad, como bien lo hizo, sin que tampoco quepa censura por parte de la defensa acerca de su monto en cuanto la Juez dijo aplicar el mínimo establecido por la ley, aunque al respecto el Tribunal tendrá que hacer una modificación oficiosa en la cuantía de esa multa al detectarse un error matemático por parte de la primera instancia y que perjudicó a la sentenciada LÓPEZ CARVAJAL como más adelante se verá.

Todo este análisis que corresponde al momento de la imposición, se repite, es sustancialmente diferente al de la ejecución que hace alusión al cobro que pueda o no hacerse efectivo y a las consecuencias en caso de incumplimiento.

Con relación al cobro, será el Juez de Ejecución de Penas y la jurisdicción de cobro coactivo que para el caso de los delitos de narcotráfico está en cabeza de la Dirección Nacional de Estupefacientes, quienes hagan uso de su respectiva competencia para convenir la amortización a plazos o amortización mediante trabajo según las voces del artículo 39 del Código Penal, en caso de llegarse a demostrar la imposibilidad de pago en una sola cuota; o, en defecto de todo lo anterior, adoptar las medidas necesarias en orden a su efectiva cancelación.

En cuanto a las consecuencias del no pago de la multa, es también deber de esta Sala de Decisión indicar el desfase presentado en la primera instancia cuando no obstante la advertencia hecha por la Procuradora Judicial se omitió un análisis del artículo 4º de la Ley 890 de 2004, el cual condiciona el otorgamiento de la libertad al pago total de la multa.

A juicio del Tribunal, la disposición en cita resulta inconstitucional si se le da una aplicación literal. Un examen en ese sentido por parte de la Corte Constitucional, ameritaría un fallo conocido jurídicamente como aditivo o condicionado, toda vez que sólo si se entiende que el no pago es INJUSTIFICADO habría lugar a impedir la excarcelación, pues de por medio estaría, no propiamente la violación flagrante al artículo 28.3 de la Constitución Nacional que impide la prisión por deudas, sino la exigencia de una limitación excesiva e indebida al ejercicio del derecho a gozar de la libertad personal, es decir, una condición irracional sine qua non y por lo mismo contraria a los fines impuestos al Estado en el preámbulo de la Carta.

Así se afirma en clara aplicación de otro enunciado legal que consagra similares consecuencias y que fue objeto de estudio en la sentencia de constitucionalidad C-006/03, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. Nos referimos al artículo 484 de la Ley 600 de 2000 que estableció como causal de revocatoria del beneficio de la condena de ejecución condicional el incumplimiento injustificado de la obligación de indemnizar los perjuicios ocasionados con el delito. Este dispositivo al ser confrontado con la Carta Política fue declarado exequible precisamente por contener la expresión “sin justa causa”.

De no ser así, es decir, de no requerirse la comprobación de una INJUSTIFICACIÓN en el no pago, conductas que entrañan obligaciones civiles como la inasistencia alimentaria serían refractarias a la legislación penal, en claro desconocimiento del artículo 7 numeral séptimo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica que reza: “Nadie puede ser detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimiento de deberes alimentarios”.

En este orden de ideas, la Juez del conocimiento en su sentencia de primera instancia tenía la posibilidad de analizar la excepción de inconstitucionalidad del precepto legal anunciado y a consecuencia de ello condicionar el subrogado de la suspensión de la condena en el caso concreto, al no pago SIN JUSTA CAUSA de la multa dentro de un término judicial razonable. 

Como ese proceder se omitió en la sentencia que se revisa, el Tribunal no puede a esta altura del proceso corregir el yerro, por tres razones principales: 1. El tema de la inicial excarcelación y de la posterior concesión del subrogado de la ejecución condicional de la pena, no fue objeto de recurso por la parte legitimada para el efecto, 2. No estamos ante una violación palmaria a un precepto legal toda vez que la pena impuesta no superó los tres años de prisión, y 3. Porque hacerlo en contravía de lo concluido por la Juez del conocimiento implicaría violación del principio de la no reformatio in pejus por tratarse de apelante único.

En conclusión, es forzoso para esta colegiatura confirmar la imposición de la multa como pena principal concurrente con la prisión, sin sujetar en este caso concreto el subrogado concedido al pago efectivo de la misma; sin embargo, se hará una corrección en cuanto a su monto, toda vez que, como se dijo, la cuantía fijada en primera instancia no es la correcta, se explica:

La señora Juez Tercera Penal del Circuito, dijo aplicar el monto mínimo establecido para la pena pecuniaria, es decir, dos salarios mensuales vigentes con el incremento de la tercera parte que establece la Ley 890/2004, disminuida en la mitad por la aceptación de los cargos, lo cual arroja una cantidad de $508.666.oo, que representa suma inferior a los $572.250.oo fijados en la primera instancia.

Observaciones finales: 1. El argumento según el cual la señora LÓPEZ CARVAJAL es persona de escasos recursos, podrá ser tenido en consideración al momento de la ejecución de la pena para efectos de su amortización por cuotas, como ha quedado dicho, 2. La alegada afectación por los medios de comunicación, es aspecto ya regulado por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura (Acuerdo No 2785 y 2800 del 23 y el 31 de Diciembre de 2004, respectivamente), al cual dio cumplimiento la señora Juez del conocimiento al advertir a la prensa su obligación de no enfocar el rostro de la acusada para preservar su identidad física, por petición expresa del mismo Defensor. El no acatamiento a esa advertencia, al ser un hecho ya consumado, daría lugar a una eventual demanda de reparación por violación al derecho a su intimidad, si es que así lo consideran los interesados.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo de condena proferido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira según los términos y aclaraciones indicados en la parte motiva, pero lo MODIFICA en cuanto al monto de la multa, que será de $508.666.oo.

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los magistrados, 

Original Firmado 





        Original Firmado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE  


          VICENTE RODRÍGUEZ FEO

Original Firmado 

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

La Secretaria de la Sala, 

Original Firmado

   CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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